[image: image2.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




Procurador General


[image: image1.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION





Procurador General

                           Concepto 5596       

Bogotá, D.C., 9 de julio de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: Demanda de inconstitucionalidad parcial contra el artículo 30 de la Ley 1493 de 2011 “Por la cual se toman medidas para formalizar el sector del espectáculo público de las artes escénicas, se otorgan competencias de inspección, vigilancia y control sobre las sociedades de gestión colectiva y se dictan otras disposiciones”. 


Actor: JORGE ALONSO GARRIDO ABAD.


Magistrado Ponente: NILSON PINILLA PINILLA.
         Expediente D-9626.


Concepto 5596
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda instaurada por el ciudadano JORGE ALONSO GARRIDO ABAD, contra el literal d) del artículo 30 de la Ley 1493 de 2011, cuyo texto en negrilla, es el siguiente:
“ARTÍCULO 30. MEDIDAS CAUTELARES. El Director de la Unidad Administrativa Especial –Dirección Nacional de Derechos de Autor del Ministerio del Interior podrá adoptar, en desarrollo de las funciones de inspección, vigilancia y control y mediante resolución motivada, las siguientes medidas cautelares inmediatas:

a) El cese inmediato de los actos que constituyan la presunta infracción a las disposiciones legales o estatutarias en materia de derecho de autor, por parte de las sociedades de gestión colectiva, entidades recaudadoras o de sus directivos;

b) Suspender en el ejercicio de sus funciones a los miembros del Consejo Directivo, del Comité de Vigilancia, al Gerente, al Secretario, al Tesorero y al revisor fiscal de las sociedades de gestión colectiva y de las entidades recaudadoras;

c) La suspensión de la personería jurídica y de la autorización de funcionamiento de las sociedades de gestión colectiva y de las entidades recaudadoras;

d) Cualquiera otra medida que encuentre razonable para garantizar el adecuado ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control.

PARÁGRAFO. Las medidas cautelares podrán decretarse antes de iniciar una investigación, conjuntamente con ella o con posterioridad a su inicio antes de que se profiera la decisión que le ponga fin. La adopción de estas medidas no implicará prejuzgamiento”.

1. Planteamiento de la demanda
El actor considera que la norma demandada vulnera el artículo 29 de la Carta Política. Centra su acusación en la supuesta indeterminación de la disposición lo que puede llevar a la arbitrariedad del funcionario que debe aplicar la medida cautelar allí permitida. Aduce que la indeterminación de la norma consiste en que no remite a la ley, “sino al criterio personal indeterminado del funcionario, razón por la cual su actuación puede generar vías de hecho que vulneren los derechos fundamentales de las personas”.  

En su sentir, el literal d) del artículo 30 de la Ley 1493 de 2011 desconoce el principio de legalidad dentro del proceso administrativo sancionatorio y es contrario a las finalidades que consagra tal principio de acuerdo a la jurisprudencia constitucional.
2. Problema jurídico
Corresponde establecer si el literal d) del artículo 30 de la Ley 1493 de 2011, en cuanto faculta a la Dirección Nacional de Derechos de Autor del Ministerio del Interior para aplicar cualquier medida cautelar que encuentre razonable para garantizar el adecuado ejercicio de las funciones de vigilancia y control sobre las sociedades de gestión colectiva, vulnera el debido proceso.
3. Análisis jurídico

Las medidas cautelares constituyen un instrumento procesal que contribuyen dentro del proceso a la efectiva satisfacción de los intereses de las partes y a la efectividad de los derechos; tienden a garantizar los derechos legal o convencionalmente reconocidos y a asegurar los resultados de la decisión judicial (Sentencia C-523 de 2009). Dichas medidas de orden preventivo no son, per se, violatorias del derecho al debido proceso. 

La existencia y aplicación de medidas cautelares persiguen un fin constitucionalmente válido en aras de la efectividad de los procesos y, en el presente caso, apuntan a la protección de los derechos de los autores que se afilian a las Sociedades de Gestión Colectiva de Derechos de Autor y Conexos. Al efecto, debe recordarse que la propiedad intelectual goza de una especial protección, al tenor de lo dispuesto en el artículo 61 Superior.
El actor basa el cargo fundamentalmente en la construcción de algunas hipótesis a las que da todo un valor probatorio, desconociendo la naturaleza y finalidad de la acción pública de inconstitucionalidad. Se advierten afirmaciones, en efecto, tales como que “[d]icho parámetro convierte la medida en un asunto de absoluta subjetividad, en donde caprichosamente se puede tomar cualquier medida que se le antoje al funcionario público de marras”, lo cual deja una razonable duda respecto de si se trata de una razón estrictamente constitucional o si, por el contrario, el cargo resulta de unas conclusiones meramente subjetivas. 

De otra parte, debe tenerse en cuenta que las medidas cautelares en los distintos procesos de intervención que realiza la Dirección de Derechos de Autor debe hacerse mediante un acto administrativo, debidamente motivado, con lo cual se enerva cualquier vicio de arbitrariedad. Los actos motivados no obedecen a la mera discrecionalidad del funcionario y, menos aún, al capricho de los servidores públicos, quienes por el sólo hecho de serlo están sujetos al cumplimiento de la Constitución y de la ley (Artículos 122 y 123 de la Carta Política).
La motivación de los actos administrativos no sólo es garantía del derecho a la impugnación sino que, a su vez, es una expresión del carácter reglado que comporta la generalidad de éstos.
La jurisprudencia constitucional y administrativa han definido con claridad los requisitos que deben cumplir los actos administrativos a efectos de su conformidad con el ordenamiento jurídico. Por ello, los derechos de sus destinatarios están siempre protegidos. En tal sentido, esta Vista Fiscal no encuentra un reproche de constitucionalidad lo suficientemente objetivo y elaborado que permita poner en duda el ajuste de la norma demandada al ordenamiento superior.
En virtud de lo brevemente analizado, la Corte debe declarar exequible el precepto demandado.
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declarar EXEQUIBLE el literal d) del artículo 30 de la Ley 1493 de 2011, “Por la cual se toman medidas para formalizar el sector del espectáculo público de las artes escénicas, se otorgan competencias de inspección, vigilancia y control sobre las sociedades de gestión colectiva y se dictan otras disposiciones”. 
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/ACuestasA.
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